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ORDINARIO LABORAL 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:

NECESIDAD DE LA PRUEBA. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 60 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, debe el juez proferir su decisión con sustento en las pruebas allegadas en forma oportuna. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta número 075 del 16 de noviembre de 2009
En la fecha, siendo las cuatro y cuarenta de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación propuesto por el apoderado del actor,  en contra de la sentencia dictada el 12 de junio pasado, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira y que le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Fabio Herrera Naranjo le promueve a la Corporación Instituto Administración y Finanzas “CIAF”. 
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, actuando por intermedio de apoderado judicial debidamente constituido, que estuvo vinculado con la Corporación demandada, en virtud de una relación laboral que se prolongó desde el 3 de febrero de 1991 y hasta el 31 de julio de 2005; que inicialmente cumplía labores como docente en ejecución de un contrato de trabajo por el período lectivo, en las facultades de Administración Financiera, Administración de Empresas, Comercio Exterior y Mercadotecnia;  que luego, el 24 de abril del año 2000 además de su trabajo como docente, comenzó a prestar sus servicios personales subordinados como decano o coordinador del programa de Mercadotecnia y luego del de Comercio Exterior; que en el año 2001 y sin que lo solicitara, le fue liquidado el contrato de trabajo sobre un salario  base inferior al que recibía; que la demandada pretendió diferenciar los gastos  como docente y como decano, suscribiendo simultáneamente para el año 2002, dos contratos, uno de prestación de servicios como decano y otro de trabajo a término fijo como docente; el 15 de septiembre de 2003, fue además nombrado como secretario académico encargado de la Corporación demandada; señala que tanto el servicio como docente como aquél que prestó como decano fue subordinado y constituye un único contrato de trabajo. A pesar que los servicios que prestó como independiente también fueron subordinados, cumpliendo horarios y demás, no se incluyó la respectiva remuneración en la liquidación que de cada contrato como docente se le realizaba, se le adeudan por tanto las prestaciones por dicha labor, tales como cesantías, intereses, primas de servicios y vacaciones por todo el tiempo servicios como decano, coordinador, etc., causados desde el 24 de abril de 2000 y hasta que terminó la relación laboral; relaciona los salarios devengados, indicando que la relación fue terminada en forma unilateral e injusta por la demandada el 31 de julio de 2005, que nunca fue afiliado al sistema de seguridad social para ninguno de los riesgos ni tampoco a una Caja de Compensación Familiar; a la terminación de la relación no le fue cancelada la totalidad de la liquidación que le correspondía, por cuanto se le dejó de pagar el valor real de sus prestaciones sociales y demás acreencias laborales causadas.   
Con sustento en esa relación de hechos, se pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, en el que el demandante laboró como docente, coordinador y /o decano de facultad y secretario académico entre el 3 de  febrero de 2001 y el 31 de julio de 2005; que dicho contrato finalizó por el incumplimiento y terminación unilateral e injusta del mismo por parte del empleador; que consecuente con esas declaraciones, se condene a la accionada a pagarle las prestaciones sociales: cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicios y vacaciones a partir del 24 de abril de 2000, esto es, por los periodos laborados como decano, coordinador etc., y hasta la terminación de la relación; que se reliquiden igualmente las prestaciones de acuerdo con la integración salarial de los valores base de liquidación que correspondan al tiempo pagado como independiente por cada período lectivo en ese mismo lapso; que se le cancelen los aportes para seguridad social por todo el tiempo; que se imponga la sanción moratoria, la correspondiente a despido injusto, que todas las condenas sean indexadas; que se reconozca lo que aparezca probado con sustento en las facultades ultra y extrapetita y se condene en costas procesales al CIAF.  
La demanda fue admitida mediante auto del 19 de octubre de 2006, fl. 47, y  en esa misma providencia se ordenó la notificación y el correspondiente traslado a la accionada quien a través de apoderado judicial y a partir del folio 54,  dio respuesta en los siguientes términos:

No es cierto el extremo inicial que indica el actor respecto de la relación, Fabio Herrera Naranjo comenzó a prestar sus servicios como docente por hora cátedra para el CIAF a partir del año 1997; sólo en el año 2000 hubo concurrencia de contratos (figura que es además permitida por la ley, artículo 25 del C.S.T.), pues en esa anualidad se suscribieron dos contratos, uno laboral como docente y otro de prestación de servicios como decano; a partir del año siguiente se firmaron cinco contratos de trabajo. Indica que tampoco es cierto que la relación haya sido continua en el tiempo pues la misma se mantenía por el periodo lectivo; que sólo hubo subordinación por los contratos de trabajo y que los mismos fueron liquidados en debida forma; que a partir de ese año 2001, se suscribieron contrato de trabajo como coordinador que incluía labores como docente; relaciona igualmente cuáles fueron los salarios percibidos por el demandante. Se opone en consecuencia a las pretensiones de la demanda y propone como excepciones las que denomina: Inexistencia del derecho solicitado por el demandante en virtud del contrato de prestación de servicios (Inexistencia de principio de la realidad en la relación contractual), Imposibilidad legal de cambio de naturaleza jurídica de los contratos suscritos, Inexistencia de la terminación del contrato de trabajo sin justa causa, Prescripción y Genérica. 
La conciliación fracasó y luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 93.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 12 de junio de 2009 del año que avanza, en ella la Juez a quo determinó en primer término, que la relación estuvo regida por varios contratos perfectamente delimitados en el tiempo y con distintas modalidades y que por ello no era posible acceder a la primera de las pretensiones, esto es, declarar la existencia de un contrato único cuando en realidad lo que se acreditó con las pruebas allegadas al proceso es que fueron varios los contratos que rigieron la relación. Una vez establecido lo anterior y que además el actuar de la demandada se ajusta a la ley, ingresa la a quo en la labor de determinar sí la relación inicial de docente y la posterior de directivo a partir del 24 de abril de 2000, mediante  la suscripción de contratos de prestación de servicios, constituyen un solo nexo, y si uno es continuación del otro, o sí por el contrato, dichos convenios son autónomos e independientes. Para ello, analiza el estatuto docente y determina que según ese documento, un docente del CIAF puede acceder a un cargo administrativo sin perder su calidad de docente y regresar después con todas las condiciones salariales, prestaciones y convencionales; sin embargo, lo que hizo la entidad variando tal disposición, fue suscribir con el docente un contrato de prestación de servicios profesionales a cambio de una remuneración de $446.598 para el año 2000 y como, esa declaración de voluntad no puede entenderse escindida de la celebrada el 3 de febrero de ese mismo año como docente, declaró la existencia de un único contrato por cada año lectivo, es decir, cada contrato de prestación de servicios suscrito para desarrollar labores como decano se debe considerar unido a la vinculación como docente desde febrero 3 de 2000, pero, cada uno de ellos tiene como término de duración el año lectivo. Así las cosas, agrega la falladora, de los documentos aportados se extrae, que la relación laboral que unió a las partes a partir del año 2000, estuvo regida por seis contratos de trabajo independientes entre sí, que finalizaron en junio de 2005. Por lo anterior, siguiendo las pretensiones de la demanda, encaminadas a la declaración de un único contrato, procedió a continuación a revisar el último de los vínculos, esto es, el correspondiente al año 2005; sin embargo, al no hallar debidamente acreditados los extremos de dicha relación, la labor desarrollada, la forma de contratación y el salario devengado, absolvió de las pretensiones contenidas en la demanda, fls. 322 a 345. 
Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación el apoderado de la demandante; presentado y sustentado en debida forma, se concedió el recurso y se enviaron los autos a esta Sede, en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. 

Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Corresponde pues, dictar sentencia de mérito.

El apoderado del actor, manifiesta a folio 353, en la sustentación del recurso, que la juez a quo interpretó erróneamente las pretensiones de la demanda, que su labor se limitó a describir de manera pormenorizada cada uno de los contratos que como docente suscribió su procurado, sin tener en cuenta que también realizaba a favor de la demandada actividades adicionales que aunque fueron remuneradas de manera independiente, no fueron incluidas en la liquidación de prestaciones sociales; asevera que la petición encaminada a que se declarara un contrato de trabajo se refería a la actividad de su procurado como docente, coordinador y/o decano de facultad así como de secretario académico, es decir, todas las realizadas a favor del CIAF y no exclusivamente como docente, actividades, continuas en el tiempo,  que quedaron plenamente demostradas con las declaraciones recibidas. Agrega que debe tenerse en cuenta que las funciones administrativas no pueden ser asimiladas a las que ejerció Herrera Naranjo como docente, pues las primeras exigen por su misma naturaleza políticas de planeación, proyección y comercialización continuidad en el tiempo para permitir un mejor desarrollo de los programas. Indica que aunque es cierto que la ley autoriza a las instituciones privadas para vincular a sus docentes por distintas modalidades, esa autorización no abarca la posibilidad de disfrazar la actividad que ejercen los directivos mediante la suscripción de contratos de docencia, máxime cuando esas funciones administrativas desbordan el período académico. Señala a continuación que si en gracia de discusión se aceptara la conclusión de la juzgadora de primera instancia, que los contratos de prestación de servicios como coordinador de carrera se deben considerar unidos a la vinculación que como docente mantenía el actor y que esos contratos tenían una duración igual a la del año lectivo, no comprende porqué no se le liquidaban las prestaciones a la terminación de cada uno de esos períodos con base en el salario que realmente devengaba como decano, sino que se hacía con sustento en la labor que desarrollaba como docente, conducta que resultó avalada por la mencionada funcionaria, que interpretó de manera errónea  una posición jurisprudencial. En síntesis, indica el recurrente, se acreditó en el proceso, que la demandada vinculó al actor por medio de varios contratos de trabajo, concurriendo en ellos los elementos esenciales del mismo: prestación personal del servicio, continuada dependencia y subordinación y salario como contraprestación, elementos que no tuvieron solución de continuidad debido a la actividad de directivo cumplida por este último que exige la permanencia constante al servicio de la institución. Finaliza diciendo que el interés constante de la demandada es confundir u ocultar la verdadera actividad del servidor, quien se desempeñaba como directivo y docente simultáneamente, para asimilarla exclusivamente a la actividad de docente y que por ello, debe aplicarse el principio constitucional de la primacía de la realidad; rechazando igualmente la aseveración de la a quo, respecto de que el salario no fue determinado, ya que desde la misma demanda se indicó cuál era su valor y tal valor quedó acreditado además con las certificaciones y liquidaciones expedidas por la misma entidad. Solicita en consecuencia que se revoque la decisión de primera instancia y en su lugar se condene a la demandada al pago de las sumas adeudadas y de las costas que genere el proceso. 
Es decir, lo pretendido en el recurso, es que se declare que el actor realizaba labores adicionales a las de docente que no le fueron incluidas en el pago de sus prestaciones a pesar que las mismas eran también remuneradas; que además, por su naturaleza, esas labores agregadas no tuvieron solución de continuidad, procediendo por tanto, en aplicación del principio de la primacía de la realidad, a declarar la existencia de un único contrato de trabajo a partir del 24 de abril de 2000 y que, a partir de esa fecha y hasta la terminación de la relación, se condene a la entidad a reliquidar las mentadas prestaciones, incluyendo la totalidad de los valores recibidos. 

De entrada se dirá, que ninguna duda existe respecto a la existencia de la relación laboral entre las partes consistente en la prestación personal de servicio a cargo del actor y a favor de la institución accionada, en el periodo comprendido entre los años 1997 y 2005. 

Relación laboral regida, según los documentos aportados, por varias modalidades de contratación: entre julio de 1997 y diciembre de 1999, se suscribieron cuatro contratos individuales de servicios profesionales académicos, fls. 73 a 76; a partir del año 2000 y hasta mediados del 2002, hubo dualidad en esa contratación, de una parte se suscribieron tres contratos de trabajo a término fijo inferior a un año como docente (fls. 78, 79 y 80) entre el 3 de febrero de 2000 y el 28 de junio de 2002, y dos de prestación de servicios profesionales académicos como decano, uno, el primero calendado el 24 de abril de 2000 y vigente por ese año lectivo (fl. 81) y dos, el segundo, por el período comprendido entre el 15 de julio y el 20 de diciembre de 2002; finalmente a partir del 13 de enero de 2003, la prestación del servicio como decano, estuvo gobernada por dos contratos de trabajo, el segundo de los cuales se prorrogó por un semestre más hasta el 17 de diciembre de 2004, fls. 82 y siguientes; no fue aportado al proceso copia del contrato suscrito para el año 2005, empero, dan cuenta de su existencia  la misma aceptación del demandado al dar respuesta a la acción, fl. 64 y, además, la noticia de no prórroga del contrato visible a folio 12 del expediente.  
Teniendo en cuenta lo que se pretende en este asunto y la existencia, se repite, de la relación laboral, el problema jurídico que debe ser resuelto en el caso sub judice, es entonces el siguiente:
¿Le canceló la Corporación Instituto de Administración y Finanzas CIAF, a su trabajador, lo que le correspondía por concepto de prestaciones sociales, esto es,  incluyendo en tales liquidaciones el total de la remuneración percibida?. 

Una vez revisados los documentos aportados resulta claro que además de las labores como docente, Fabio Herrera Naranjo, cumplía también funciones como directivo de la entidad, actividades que fueron contratadas de manera independiente hasta el primer semestre del año 2002; posterior a esa fecha, sólo se pactó, por lo menos de manera escrita y bajo la modalidad de contrato de trabajo, las que cumplía el actor como directivo de la entidad, se sabe que continuó siendo docente porque así lo indican los testigos escuchados en el proceso (fls. 105 y siguientes); sin embargo no se tiene certeza absoluta que prestó tales servicios por todos los semestres o años lectivos que transcurrieron hasta la terminación de la relación, habida cuenta que obra en el proceso copias de las nóminas canceladas a los profesores del CIAF por el segundo semestre de los años 2001 y  2002  (fls. 197, 201, 203, 205 y 208), se deja constancia que en ese período no prestó sus servicios como docente. 
Corresponde a continuación verificar, si la Corporación Instituto de Administración y Finanzas CIAF, le canceló al demandante, la totalidad de las prestaciones que le correspondían por sus labores como docente y como decano, por cada una de esas modalidades contractuales a las que se ha hecho referencia.

Lo que significa que, manteniendo la posición que desde hace ya un tiempo tiene fijada la Sala, se modificará la decisión de primera instancia, en el sentido de verificar no el último sino la totalidad de contratos existentes entre las partes. 

Para esos efectos, y acudiendo una vez a las pruebas allegadas al plenario, encuentra la Sala,  que respecto del año 2000, existen varios documentos que refieren cuál era la remuneración que percibía el señor Fabio Herrera por los servicios prestados al CIAF; el primero de ellos visible a folio 34, indica que para el primer semestre de esa anualidad, recibía en su condición de docente, un promedio de $111.360 mensuales y como decano devengaba para ese mismo período un total de $446.598.00, es decir alrededor de $557.958.00, muy similar al certificado por la empresa que era de $556.218.00 (fl. 36). Es de anotar que en el segundo semestre del año 2000 su actividad como docente se vio incrementada, esto es, le fue asignado un mayor número de horas cátedra y por tanto la remuneración pudo haberse modificado, sin embargo no se sabe a ciencia cierta cuál fue su remuneración como decano ni sobre cual valor se le liquidaron las prestaciones sociales, pues aunque el demandante la anuncia en su escrito inicial, no aporta prueba alguno que acredite su dicho. 

Del documento que obra a folio 33, se extrae que para el año 2001 (primer semestre), la remuneración como docente ascendía a la suma de $120.272.00 (cifra que se obtiene de verificar el número de horas cátedra asignadas y el valor de cada una de ellas), no se conoce cuál era la que percibía como decano, por cuanto, se repite, no fue aportado al proceso el contrato respectivo ni existe constancia alguna que lo relacione; sólo aparece a folio 31, copia de la liquidación de prestaciones que se le efectuó para ese año, en la que se reconoce un sueldo de $482.326.00.  Por lo anterior, no es posible establecer qué valores se incluyeron en dicha liquidación, por cuanto se carece de elementos probatorios para determinar el costo de esas actividades adicionales que como decano cumplía. 
Para el año 2002 recibía la suma de $364.000 por su cargo de docente en el primer semestre (fl. 28) y $584.000 por el que desarrollaba como decano (fl. 30) para un total de $948.000. Tampoco se conoce cuál valor recibió el demandante como liquidación de sus prestaciones.
En el año 2003 se le efectuó la referida liquidación de prestaciones, teniendo como salario la suma de $620.000.00, fl. 22 -el mismo que refiere el demandante en el hecho décimo segundo de la demanda, fl. 5-, por su labor como decano, no hay prueba que acredite, la remuneración que recibía como docente.

Finalmente, para el año 2004, se certifica a folio 20, que percibía la suma de $325.000 como decano y $393.752 como docente, para un total de $718.752.00,  empero, para esta anualidad no se conoce el valor que recibió el demandante por concepto de prestaciones sociales, aunque podría pensarse que sólo se le liquidó lo correspondiente a su labor como directivo, teniendo en cuenta que en la respuesta de la demanda se admite que sólo se le cancelaban tales prestaciones por la labor desarrollada en virtud del contrato de trabajo; sin embargo, acudiendo al principio de la necesidad de la prueba, al fallador no le es dado realizar elucubraciones en cuanto a valores, cuando el interesado no acreditó en debida forma los hechos en que sustenta sus pretensiones. 
Igual situación puede predicarse respecto a la remuneración correspondiente al año 2005, no se conoce cuál fue su valor, tampoco si en ese año prestó igualmente sus servicios como docente y como decano y, finalmente, el valor de la liquidación cancelada para ese año. 
En síntesis en este orden de ideas, puede decirse sin temor a equívocos que en este asunto, no se ocupó en debida forma el demandante de brindarle al fallador los elementos probatorios necesarios para realizar las correspondientes liquidaciones por cada año lectivo y por esas actividades adicionales que realizaba, razón por la cual, aunque  resulta claro que las mismas existieron, no existen puntos para comparar lo adeudado con lo cancelado y en ese orden de ideas, la posibilidad de imponer condenas por aquéllas desaparece por completo.

En ese orden de ideas, se confirmará la decisión de primera instancia, pero por las razones expuestas en este proveído. 

Costas en esta Sede no se causaron. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha revisado, por las razones anotadas en esta providencia.

 Costas por la actuación en esta sede no se causaron. 
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Ausente por vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria  
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